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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
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Proceso:


Acción de Tutela –Libertad – Caución - Improcedente
Radicación Nro. :

66001220400020180006000
Accionante: 

GUSTAVO DE JESÚS PELAÉZ VELÁSQUEZ
Accionado:

Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.)
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 


DEBIDO PROCESO /PETICIÓN / LIBERTAD / DIGNIDAD HUMANA / FIJACIÓN DE CAUCIÓN PARA ACCEDER A LA LIBERTAD / NO HAY VIOLACIÓN / PROCESO EN CURSO - IMPROCEDENTE - Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor GdeJPV, se puede concretar así: (i) fue condenado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a la pena de 96 meses, por el delito de tráfico de estupefacientes, cuya vigilancia de la pena la ostenta el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas de esta misma ciudad; (ii) su defensora pidió en febrero 05 de 2018 la libertad condicional, la cual fue concedida por el Juzgado por auto de febrero 06 de 2018, previo pago de una caución de 5 s.m.l.m.v.; (iii) al carecer de recursos económicos su abogada solicitó en febrero 14 de 2018, le fuera cambiada la caución prendaria por su condición de estar privado de la libertad y ser desplazado por la violencia; (iv) tan solo desde marzo 7 de 2018 el juzgado ofició a la Secretaría de Tránsito y Transporte, al Instituto Geográfico Agustín Codazzi -en adelante IGAC-, y a la Cámara de Comercio de Pereira, para que certificaran si posee bienes para verificar su condición financiera; y (v) han transcurrido dos meses desde que se le otorgó la libertad sin que ninguna de las entidades anteriores hubiere dado respuesta y el Juzgado ignora su condición de desplazado, al fijar una caución desproporcionada y humillante y solo pareciera que los que tienen dinero pueden acceder a tales beneficios.
(…)
Surge diáfano de todo lo anterior, que al encontrarse actualmente en curso el proceso donde se vigila la ejecución de la pena en contra del señor GdeJPV por la conducta de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, es en el interior del mismo donde se deben ventilar las vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama el accionante,…
(…)
Con lo expuesto, si bien podría haberse presentado alguna vulneración al derecho de petición por parte de dichas entidades al no haber atendido en oportunidad lo exigido por el Juzgado, que no por el actor, ello fue debidamente superado en cuanto todas comunicaron al juzgado lo pertinente.

Es evidente que hasta el momento, no ha existido pronunciamiento alguno por parte del Juzgado accionado, y aunque se entiende que el actor pidió celeridad en las resueltas de su solicitud, para ello necesariamente se debía contar con los insumos que la autoridad judicial dijo requerir.

En síntesis, la Sala no tiene opción diferente a la de negar por improcedente la acción de tutela impetrada, como quiera que es en el interior del proceso donde actualmente se vigila la pena en contra del señor GdeJPV en el que además de elevar las peticiones en procura de obtener la protección de los derechos que le asisten, también podrá oponerse a las decisiones que en su sentir no consulten sus pretensiones, como así seguramente lo hará en el evento de que el juzgado no le conceda la rebaja que reclama.

No obstante lo anterior, y como quiera que de acuerdo con la información arrimada a este asunto, se sabe que al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas ya se allegaron los documentos requeridos para pronunciarse frente al pedimento del señor GdeJPV, se insta al funcionario judicial para que, de no haberlo hecho, a la mayor brevedad emita pronunciamiento al respecto y le sea debidamente notificado al actor y a su defensora con miras a garantizar el derecho de contradicción.
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                                             RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciocho (18) de abril de dos mil dieciocho (2018)

                                                                  Acta de Aprobación No 339
                                                  Hora: 3:20 p.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el señor GUSTAVO DE JESÚS PELAÉZ VELÁSQUEZ, contra el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos de petición, debido proceso, dignidad humana y libertad.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor PELÁEZ VELÁSQUEZ, se puede concretar así: (i) fue condenado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a la pena de 96 meses, por el delito de tráfico de estupefacientes, cuya vigilancia de la pena la ostenta el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas de esta misma ciudad; (ii) su defensora pidió en febrero 05 de 2018 la libertad condicional, la cual fue concedida por el Juzgado por auto de febrero 06 de 2018, previo pago de una caución de 5 s.m.l.m.v.; (iii) al carecer de recursos económicos su abogada solicitó en febrero 14 de 2018, le fuera cambiada la caución prendaria por su condición de estar privado de la libertad y ser desplazado por la violencia; (iv) tan solo desde marzo 7 de 2018 el juzgado ofició a la Secretaría de Tránsito y Transporte, al Instituto Geográfico Agustín Codazzi -en adelante IGAC-, y a la Cámara de Comercio de Pereira, para que certificaran si posee bienes para verificar su condición financiera; y (v) han transcurrido dos meses desde que se le otorgó la libertad sin que ninguna de las entidades anteriores hubiere dado respuesta y el Juzgado ignora su condición de desplazado, al fijar una caución desproporcionada y humillante y solo pareciera que los que tienen dinero pueden acceder a tales beneficios.

Pide se protejan sus derechos de petición, dignidad humana, debido proceso y libertad y se ordene a la Secretaría de Tránsito y Transporte, el IGAC y Cámara de Comercio de Pereira,  den respuesta a las solicitudes elevadas por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas para que resuelva en el menor tiempo su reclamo.

3.- CONTESTACIÓN

La Corporación corrió traslado de la tutela al juzgado accionado y dispuso la vinculación de la Secretaría de Tránsito y Transportes -Hoy Instituto de Movilidad de Pereira-, al IGAC y a la Cámara de Comercio de Pereira, a la abogada del actor y al Agente del Ministerio Público, los cuales dieron respuesta a la misma, así:
- La Secretaria del IGAC,  expresó que  la petición respectiva fue resuelta y enviada al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas por oficio  de marzo 22 de 2018 y por ende pide se dé aplicación al concepto de la carencia actual del objeto por hecho superado.
- El Juez Cuarto de Ejecución de Penas  informó lo siguiente: (i) por auto de febrero 6 concedió libertad condicional al señor GUSTAVO DE JESÚS PELÁEZ, previa diligencia de compromiso, garantizada con una caución prendaria de 5 s.m.l.m.v., frente a lo cual su abogada pidió su exoneración, por lo cual por auto de marzo 09 se expidieron oficios a diversas  entidades con miras a demostrar la incapacidad económica del procesado, habiéndose recibido dos de los tres requerimientos elevados; (ii) la concesión de la libertad condicional está supeditada al cumplimiento de ciertos requisitos, los que en efecto fueron analizados y de ello se advirtió que fuera mediante caución prendaria que garantizara la observancia de sus obligaciones; (iii) el valor dispuesto devino del estudio de la conducta por la cual fue condenado, al llevar consigo cerca de 300 gramos de cocaína con un alto valor y que trasgrede el bien jurídico de la salud pública, (iv) la caución exigida al accionante no ha sido la única en esa cuantía, y en los eventos donde se pide su rebaja se accede a ella, imponiéndose una que pueda ser cancelada por los afectados, previo el estudio de la documentación respectiva; (v) en el presente caso se ha recibido comunicación del IGAC y del Instituto de Movilidad de Pereira, pero no de la Cámara de comercio, por lo cual se reitera tal pedimento; (vi) la pretensión del actor no está llamada a prosperar en tanto la exigencia de caución para cumplir obligaciones obedece al estudio de la conducta por la que fue condenado y a la observancia de la normativa al respecto; (vii)  la acción de tutela no puede reemplazar los mecanismos legales, máxime cuando no se vulnera derecho alguno, pues el proceso del actor se ha respetado cabalmente, ya que para acceder a su libertad se efectuó una exigencia legal y ante la solicitud de exoneración se ofició a los encargados de informar lo pertinente para certificar la inexistencia de bienes a su nombre, lo cual no riñe con su situación de desplazado; (viii) no ha quebrantado el derecho de petición y se deduce que hace alusión a raíz de la ausencia de respuesta de las entidades a quienes el juzgado ofició, por lo que le despacho no es sujeto pasivo de esa tal quebrantamiento; (ix) el derecho a la libertad no es absoluto, pues su privación obedece a la demostración de su responsabilidad en juicio y su concesión está supeditada a la firma de la diligencia de compromiso y éstas a su vez con la cancelación de una caución prendaria, y (x) pide que no se conceda el amparo reclamado y se despachen de forma negativa sus pretensiones.

- la Procuradora 231 Judicial I Penal de Pereira manifestó que al revisar el expediente del actor, si bien observa que este pidió que le fuera modificada la caución no aportó documento alguno para acreditar su incapacidad financiera, por el cual el despacho se vio abocado a oficiar a algunas entidades para constatar tal circunstancia y si bien solo se ha recibido respuesta del IGAC, la petición del accionante no ha sido negada, simplemente se está en el recaudo de elementos para resolver lo pertinente. Como la solicitud del procesado se encuentra en trámite, la acción de tutela se torna improcedente, al no cumplirse con el requisito de subsidiariedad, y por ende pide que se deniegue la acción impetrada.

- El Director General del Instituto de Movilidad de Pereira, pide se declare la carencia actual del objeto por hecho superado, toda vez que la situación puesta en conocimiento del actor ha cesado, por cuanto ya se contestó el requerimiento efectuado por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas mediante oficio  de marzo 27 de 2018, el cual fuera recibido en abril 02 de 2018.  Estima que dicha entidad no ha vulnerado derecho fundamental alguno y en consecuencia exige su desvinculación de este asunto.
- El Secretario General de la Cámara de Comercio de Pereira, informa que para la fecha del auto admisorio no había recibido por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas solicitud alguna y por ende no se había dado respuesta.  No obstante se les informó que por error de la citaduría del despacho el oficio nunca les llegó y ese mismo día elevaron la referida petición para saber si el actor es propietario de establecimientos de comercio y el mismo fue debidamente respondido.
- La abogada del actor, guardó silencio.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos aportados por las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382 de 2000, modificado por los artículos 1069 de 2015 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, y las demás entidades vinculadas, se vulneraron los derechos fundamentales que observa conculcados el accionante.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, siendo por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna.

Ahora bien, frente a las pretensiones que hace el actor debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

Debe indicarse igualmente, que han sido varios los pronunciamientos en los cuales la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de XXX  se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” -negrillas de la Sala-

Del mismo modo, en la sentencia de tutela proferida por la Sala de Casación Penal, con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez ante el cual se solicita el amparo no puede inmiscuirse cuando está en curso un proceso, y concretamente se indicó: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

[…]

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 

Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991.

[…]

Asumir una postura como la pretendida por la parte actora, implicaría desconocer y pretermitir las decisiones que en ejercicio de sus funciones emiten las autoridades competentes en el trámite de los procesos adelantados conforme la normativa aplicable en cada caso; y abordar, en abierta contraposición a la finalidad y alcance de la tutela, el estudio de la naturaleza de las supuestas irregularidades acaecidas en una actuación todavía en curso.” -negrillas de la Sala-

Surge diáfano de todo lo anterior, que al encontrarse actualmente en curso el proceso donde se vigila la ejecución de la pena en contra del señor GUSTAVO DE JESÚS PELÁEZ VELÁSQUEZ por la conducta de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, es en el interior del mismo donde se deben ventilar las vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama el accionante, por cuanto: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 

Es cierto que desde febrero 09 de 2018 el juzgado accionado le concedió la libertad condicional señor PELÁEZ VELÁSQUEZ, y con ocasión de la solicitud de exoneración de caución prendaria el despacho de instancia empezó a recopilar los elementos probatorios que le permitieran establecer la carencia de capacidad económica del procesado, en tanto la mera situación de desplazamiento que aduce no le era suficiente para pregonar tal circunstancia.

Y lo que se sabe es que de la información que se ha arrimado al dossier se aprecia claro que a la hora de ahora todas las solicitudes que fueron elevadas por el Juzgado ante el Instituto de Movilidad de Pereira, el IGAC y la Cámara de Comercio de Pereira fueron respondidas, habiéndose recibido la última el día 17 de abril de 2018, por lo cual solo resta que el juzgado adopte la decisión que en derecho corresponda. 
Con lo expuesto, si bien podría haberse presentado alguna vulneración al derecho de petición por parte de dichas entidades al no haber atendido en oportunidad lo exigido por el Juzgado, que no por el actor, ello fue debidamente superado en cuanto todas comunicaron al juzgado lo pertinente.
Es evidente que hasta el momento, no ha existido pronunciamiento alguno por parte del Juzgado accionado, y aunque se entiende que el actor pidió celeridad en las resueltas de su solicitud, para ello necesariamente se debía contar con los insumos que la autoridad judicial dijo requerir.

En síntesis, la Sala no tiene opción diferente a la de negar por improcedente la acción de tutela impetrada, como quiera que es en el interior del proceso donde actualmente se vigila la pena en contra del señor GUSTAVO DE JESÚS PELÁEZ VELÁSQUEZ en el que además de elevar las peticiones en procura de obtener la protección de los derechos que le asisten, también podrá oponerse a las decisiones que en su sentir no consulten sus pretensiones, como así seguramente lo hará en el evento de que el juzgado no le conceda la rebaja que reclama.

No obstante lo anterior, y como quiera que de acuerdo con la información arrimada a este asunto, se sabe que al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas ya se allegaron los documentos requeridos para pronunciarse frente al pedimento del señor PELÁEZ VELÁSQUEZ, se insta al funcionario judicial para que, de no haberlo hecho, a la mayor brevedad emita pronunciamiento al respecto y le sea debidamente notificado al actor y a su defensora con miras a garantizar el derecho de contradicción.

ANOTACION ADICIONAL:

Si bien el trámite efectuado por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad es el que habitualmente se efectúa en esta clase de procedimientos, considera la Corporación importante reiterarle al referido funcionario que cuando impone una caución prendaria es porque ella se ajusta a la ley y en verdad se requiere en cada caso concreto dada la gravedad del delito y las condiciones económicas del obligado, razón por la cual lo esperado es que se insista en su pago. En otras palabras, no se debería eliminar una caución prendaria que surgió a la vida jurídica con apego a la legalidad, sino insistir y persistir en su pago antes de acceder al beneficio liberatorio.

Lo que se observa es que el juzgado impone la caución prendaria sin hacer alusión a elementos probatorios que le permitan determinar cuál es el monto que debe sufragar el sentenciado para gozar del beneficio liberatorio, y solo con posterioridad a ello, cuando se le solicita la exoneración o reducción del valor ordenado, se procede a efectuar solicitud a algunas entidades -Cámara de Comercio, Tránsito e IGAC- para establecer la capacidad económica del condenado, lo que en muchas ocasiones es demorado y no se compadece con las actuales tecnologías de la información que permiten acceder a bases de datos más confiables y efectivas, como lo sería por caso de la DIAN, para establecer si la persona está inscrita en el RUT, como requisito para quienes, entre otras situaciones, tienen la obligación de declarar renta.

En sentir de la Sala, y como ya se había dicho en ocasión anterior
, en virtud al deber de vigilancia al que está obligado el funcionario, y teniendo presente tanto la información que ya reposa en las carpetas referida al arraigo del sentenciado, y la que se obtenga posteriormente pero con suficiente tiempo de antelación a la toma de la determinación que concede el subrogado o sustituto, aunado todo ello por supuesto a la gravedad de la conducta, resuelva con suficientes elementos de juicio cuál debe ser en realidad el monto de la caución prendaria que tendrá que sufragar inexorablemente el sentenciado si desea acceder al privilegio liberatorio.

Con tal proceder, seguramente, se evitaría todo el desgaste incidental que se sobreviene con posterioridad a la imposición de la caución prendaria.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE NIEGA POR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el señor GUSTAVO DE JESÚS PELÁEZ VELÁSQUEZ. 

SEGUNDO: SE INSTA al Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), para que a la mayor brevedad se pronuncie en relación con la exoneración o reducción de la caución prendaria solicitada por el accionante.
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.


� TSP STP, 18 jul. 2017, Rad. 66001220400020170015000, accionante JESÚS DAVID BEDOYA.
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